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https://www.youtube.com/watch?v=hCGNM0xIe70 
	

Discurso	de	investidura	como	doctor	“honoris	causa”.		
Universidad	Pablo	de	Olavide	

Excmo.	 Sr	 Rector	 magnífico	 de	 la	 Universidad	 Pablo	 de	 Olavide,	 Excmas.	 y	
dignísimas	 autoridades,	 Sres.	 Doctores	 que	 integráis	 el	 claustro	 de	 esta	 Universidad,	
profesores,	estudiantes,	queridos	amigos,	Sras.	y	Sres.		

En	esta	mañana	del	mes	de	febrero	de	2023,	cuando	estoy	a	punto	de	llegar	a	la	
edad	en	la	que	los	profesores	debemos	desocupar	los	espacios	de	la	academia	y	ceder	el	
terreno	 y	 el	 testigo	 a	 las	 nuevas	 generaciones,	 quiero	 comenzar	 mi	 intervención	
expresando	dos	sentimientos:	gratitud	y	orgullo.		

La	 gratitud	 se	 la	 debo	 desde	 luego	 a	 la	 Universidad	 Pablo	 de	 Olavide,	 al	
Departamento	 de	 Derecho	 Público	 que	 por	 unanimidad	 propuso	 al	 Rector	 el	
otorgamiento	de	este	inmenso	honor	que	representa	recibir	a	un	extraneus	en	el	seno	de	
un	claustro	universitario;	al	Consejo	de	Gobierno	que	decidió	hace	ya	más	de	tres	años	
concederme	graciosamente	esta	distinción,	que	no	se	hizo	efectiva	porque	la	pandemia	
frustró	el	acto	pocos	días	antes	de	celebrarse	en	2020,	y	agradecimiento	en	especial	a	
quien	entonces	ocupaba	el	Rectorado	de	esta	venerable	institución,	que	ha	asumido	el	
papel	de	hacer	mi	presentación.		

He	oído	con	emoción	contenida	las	palabras	del	prof.	Guzmán	Fluja,	aunque	sabía	
que	toda	laudatio	suele	resultar	abrumadora	para	la	persona	a	quien	se	dirige,	pues	se	
olvidan	 siempre	 sus	 carencias	 y	 defectos,	 que	 en	 mi	 caso	 son	 muy	 numerosos,	 y	 se	
mencionan	 solamente	 los	méritos,	 sobre	 todo	al	 responder	al	 afecto	de	quien	hace	 la	
glosa	y	porque	se	justifica	así	el	acierto	en	la	concesión	de	este	título.	Sirva	de	excusa	en	
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la	largueza	de	la	loa	por	parte	de	Vicente	Guzmán	la	generosidad	que	siempre	derrochó	
conmigo,	como	lo	ha	hecho	patente	esta	mañana.	Tengo	con	él	una	impagable	deuda	de	
gratitud	por	su	apoyo	constante	y	su	permanente	disponibilidad.	

Haciendo	balance	de	mi	trayectoria	como	profesor	universitario	(ya	son	más	de	47	
años),	os	quiero	mostrar	mi	satisfacción	porque	la	vida,	y	la	Universidad	española,	me	
han	regalado	una	actividad	profesional	única.	He	disfrutado	cada	día	en	todo	este	tiempo,	
desde	que	tomé	posesión	de	la	cátedra	en	Santiago	de	Compostela,	y	creo	que	he	podido	
ayudar	a	 los	que	mostraban	vocación	por	el	derecho	procesal	y	por	suerte	me	puedo	
reconocer	 en	 insignes	 investigadores	 y	docentes	 en	varias	Universidades,	 también	en	
esta	Pablo	de	Olavide.	

Ahora,	ellas	y	ellos	deben	tomar	el	relevo	y	seguir	haciendo	de	esta	disciplina	una	
materia	accesible	y	comprensible;	enseñarles	que	el	Derecho	procesal	es	la	ciencia	de	las	
garantías;	 que	 cobra	 sentido	 cuando	 se	 explica	 desde	 la	 solución	 de	 los	 conflictos	
jurídicos,	 de	 los	 problemas	 de	 la	 gente,	 mejorando	 así	 la	 convivencia;	 y	 por	 último,	
trasladar	a	los	estudiantes	respeto	y	cariño	por	el	derecho,	uno	de	los	pilares	cardinales	
en	 una	 sociedad	 civilizada	 y	 una	 clave	 esencial	 en	 las	 relaciones	 humanas	 en	 una	
democracia.		

Las	normas	del	Derecho	son	en	 las	sociedades	avanzadas	uno	de	 los	elementos	
vertebradores	del	progreso	y	del	bienestar,	pues	con	la	vigencia	de	un	elemental	sentido	
de	 seguridad	 jurídica	 se	 asegura	 el	 cumplimiento	 de	 los	 tres	 principios	 básicos	 del	
derecho	formulados	por	ULPIANO:	honeste	vivere,	neminem	laedere,	suum	cuique	tribuere	
(D.	1.1.10.1).		

Estos	 años	 han	 pasado	 volando.	Desde	 las	 aulas	 de	 la	 fábrica	 de	 tabacos	 como	
alumno	 de	 Derecho,	 pasé	 por	 el	 seminario	 de	 procesal	 con	 mi	 querido	 maestro,	 D.	
Faustino	Gutiérrez-Alviz,	un	profesor	preocupado	por	el	derecho,	por	la	literatura	y	por	
la	política,	que	me	enseñó	el	valor	del	humanismo,	la	tolerancia	y	el	respeto	por	las	ideas	
de	los	demás,	y	de	quien	recibí	un	apoyo	incondicional	en	mi	desarrollo	académico.		

Además,	debo	manifestaros,	querido	Rector,	queridos	amigos,	el	gran	orgullo	que	
siento,	 que	 se	 une	 a	 la	 emoción	 por	 recibir	 la	 máxima	 distinción	 que	 otorga	 la	
Universidad,	rodeado	por	tantas	y	tantas	personas	queridas.	Mi	inmenso	agradecimiento	
a	mi	familia,	a	quien	lleva	tiempo	compartiendo	mis	días,	a	los	amigos	entrañables,	a	mis	
queridos	 colegas,	 a	 mis	 discípulos	 y	 a	 todos	 los	 que	 habéis	 querido	 estar	 aquí	 para	
sentirnos	 juntos	 en	 muchos	 casos	 haciendo	 un	 gran	 esfuerzo.	 Gracias.	 Aunque	 me	
permitirán	 que	 rinda	 tributo	 y	 memoria	 de	 reconocimiento	 y	 gratitud	 a	 quien	 me	
acompañó	 durante	 el	 trecho	 más	 largo	 de	 mi	 existencia,	 por	 48	 años;	 que	 tuvo	 la	
paciencia,	la	entrega	y	la	generosidad	para	soportarme	tanto	tiempo,	y	que	nos	la	arrancó	
la	enfermedad	una	tarde	del	otoño	de	2014.	
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Orgullo	y	emoción	también	por	encontrarnos	en	unas	instalaciones	que	40	años	
después	de	su	construcción	mi	compañera	de	estudios,	la	siempre	recordada	y	querida	
Rosario	Valpuesta,	convirtió	en	una	pujante	Universidad	pública,	y	que	terminaron	de	
consolidar	los	rectores	que	le	sucedieron.	Una	Universidad	muy	joven,	de	espíritu	y	de	
empuje,	con	esforzados	profesores	que	han	ido	alzándola	por	méritos	propios	a	lugares	
cada	 año	más	 elevados	 en	 las	 listas	de	 valoración	de	 los	 centros	universitarios.	Y	me	
enorgullece	en	especial	recibir	esta	distinción	precisamente	cuando	se	cumplen	los	25	
años	de	la	creación	de	la	Universidad	Pablo	de	Olavide,	que	abrió	sus	aulas	en	el	año	1997,	
como	habéis	celebrado	hace	pocos	días.		

Si	 el	doctorado	honoris	 causa	 responde	a	una	 suerte	de	 reconocimiento	de	una	
excelente	trayectoria,	confieso	de	corazón	que	siento	recibir	una	distinción	inmerecida	y	
no	lo	digo	con	falsa	modestia	sino	con	una	profunda	convicción.	Mis	muchos	años	me	han	
llevado	por	experiencias	muy	dispares	y	a	navegar	algunos	mares	remotos,	en	sentido	
literal.	La	avalancha	meteórica	de	vivencias,	lugares	y	personas	que	han	pasado	por	mi	
vida	ha	sido	enorme	y	vertiginoso.	He	podido	transitar	por	caminos	hasta	entonces	poco	
trillados,	y	puedo	señalar	mi	modesta	contribución	a	la	modernización	y	mejora	de	los	
sistemas	 de	 justicia,	 especialmente	 en	 el	 ámbito	 iberoamericano,	 a	 consolidar	 la	
cooperación	jurídica	internacional	y	acompañar	en	la	elaboración	de	textos	legales.		

Este	es	el	balance	que	puedo	ofreceros;	no	hay	mucho	más	en	el	zurrón.		

Mi	 intervención	 del	 día	 de	 hoy,	 que	 estrictamente	 no	 puede	 ser	 una	 lección	
universitaria,	 pretende	 mostrar	 mi	 experiencia	 vital	 de	 aproximación	 al	 estudio	 del	
Derecho	 procesal.	 Reconozco	 que	 he	 tenido	 la	 enorme	 fortuna	 de	 participar,	 desde	
primera	 línea,	 en	 un	modo	 de	 entender	 el	 proceso	 y	 sus	 normas	 en	 clave	 rupturista,	
alejada	de	tiempos	anteriores.	Con	toda	certeza	no	es	un	cambio	menor,	pues	ese	enfoque	
creo	 que	 ha	 modificado	 la	 visión	 adjetiva	 y	 formularia	 del	 Derecho	 Procesal	 para	
entenderlo	desde	los	derechos	que	los	tribunales	deben	salvaguardar.		

El	 llamado	 procesalismo	 científico,	 que	 en	 España	 puede	 reconocer	 como	 sus	
mejores	representantes	en	el	siglo	XX	a	BECEÑA,	PRIETO-CASTRO,	GÓMEZ	ORBANEJA,	
GUASP	o	FAIRÉN,	logró	desde	diferentes	enfoques	construir	para	nosotros	el	edificio	de	
las	grandes	instituciones	del	proceso,	diseñando	un	verdadero	sistema	procesal.		

Pero	 la	Constitución	de	1978,	especialmente	el	 reconocimiento	de	 los	derechos	
fundamentales,	cambió	de	manera	radical	el	modo	de	analizar	casi	todo	el	ordenamiento	
jurídico,	 centrándose	 en	 las	 garantías	 que	 deben	 rodear	 al	 ciudadano	 y	 regular	 el	
conjunto	de	sus	relaciones	sociales	y,	de	alguna	manera,	su	libertad	y	su	propia	vida.	El	
derecho	a	la	tutela	judicial	efectiva	del	art.	24	pone	el	foco	en	quien	tiene	que	acudir	a	los	
tribunales	 porque	 sus	 derechos	 han	 sido	 desconocidos,	 discutidos	 o	 violados.	 La	
revolución	que	supuso	el	texto	constitucional	exigía	dar	un	paso	académico	complicado,	
porque	era	necesario	trasvasar	el	cambio	que	contenía	la	Constitución	al	entendimiento,	
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a	la	explicación	y	a	la	aplicación	de	unas	normas	que	no	fueron	en	paralelo	reformadas	
en	esos	primeros	años.		

La	semilla	sembrada	por	la	anterior	generación	propició	la	creación	de	la	revista	
“Justicia”,	 cuyo	 primer	 número	 se	 publicó	 en	 1981,	 por	 un	 grupo	 de	 catedráticos	 de	
Procesal	entre	los	que	se	encontraban	insignes	académicos	como	SERRA,	MONTERO	o	
RAMOS,	 plantando	 una	 trinchera	 para	 mostrar	 otra	 forma	 de	 entender	 el	 Derecho	
procesal.	No	puedo	olvidar	que	a	principios	de	los	años	80	el	presidente	del	tribunal	de	
oposición	a	profesores	adjuntos,	ante	mis	referencias	a	la	Constitución,	a	 los	derechos	
fundamentales	 y	 al	 art.	 24	 comentaba:	 “menos	 Constitución	 y	 más	 Ley	 de	
enjuiciamiento”.	

Tuve	el	privilegio	de	que	me	convocaran	a	Madrid	tres	insignes	colegas,	todos	del	
consejo	de	 redacción	de	 Justicia,	 los	malogrados	profs.	ALMAGRO	NOSETE	y	GIMENO	
SENDRA	y	el	prof.	CORTÉS	DOMÍNGUEZ,	con	la	idea	de	afrontar	un	ilusionante	proyecto:	
exponer	nuestra	materia	desde	bases	constitucionales.	De	esa	reunión,	en	el	ya	 lejano	
año	de	1985,	surgió	el	compromiso	de	elaborar	un	libro	de	Derecho	procesal	con	especial	
énfasis	en	las	garantías,	en	los	derechos	que	el	proceso	y	los	tribunales	deben	proteger.	
Los	temas	los	escribimos	cada	uno	con	la	revisión	atenta	de	los	otros	tres,	de	modo	que	
puede	decirse	que	tuvo	un	sentido	coral	y	colectivo.	La	obra	ha	tenido	larga	vida	y	ha	
servido	de	punto	de	referencia	a	muchas	generaciones	de	estudiantes,	de	opositores	y	de	
profesionales.	 Y	 todavía	 hoy,	 con	 el	 profesor	 CORTÉS,	 seguimos	manteniendo	 viva	 la	
antorcha	de	ese	proyecto	universitario.	

A	partir	de	 la	Constitución	y	del	empuje	desde	 la	Universidad,	nuestro	Derecho	
procesal	 se	 deshizo	 de	 su	 tradicional	 visión	 procedimentalista	 y	 reglamentista,	
descriptiva	 de	 una	 sucesión	 de	 acontecimientos	 dentro	 de	 la	 oficina	 judicial	 que	
terminaban	cuando	el	juez	dictaba	sentencia.	No	cabe	duda	de	que	el	funcionamiento	del	
engranaje	procesal,	para	alcanzar	la	decisión	más	justa,	debe	ser	armónico,	sin	desfases	
ni	 contradicciones	 en	 su	 curso,	 pero	 no	 se	 puede	 agotar	 en	 un	 simple	 diseño	 de	 la	
maquinaria,	sino	que	se	debe	ir	más	precisamente	al	fondo.	

El	derecho	procesal	no	se	justifica	por	la	mera	obediencia	a	los	ritos	sino	por	añadir	
el	valor	esencial	de	predisponer	cada	una	de	las	actuaciones	al	fin	de	asegurar	el	respeto	
de	 los	 derechos	 de	 la	 dignidad	 de	 la	 persona,	 la	 presunción	 de	 inocencia,	 el	 debido	
proceso,	el	derecho	a	la	defensa	y	a	no	padecer	indefensión	y	el	derecho	a	la	tramitación	
de	las	causas	sin	dilaciones.		

Si	 las	leyes	procesales	no	incorporan	garantías,	si	no	se	puede	lograr	una	mejor	
decisión	 judicial,	 una	 resolución	 más	 justa	 a	 través	 de	 esa	 sucesión	 ordenada	 de	
actuaciones,	 esas	 leyes	 serían	 sencillamente	 superfluas.	 Y	 cuando	 se	 analizan	 en	 esta	
clave	las	normas	procesales	advertiremos	sin	duda	que	sobran	ciertos	preceptos,	pero	
también	que	falta	alguna	regulación.		
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Considero	necesario	poner	el	acento	en	dos	aspectos	que	destacan	en	grado	sumo	
entre	mis	preocupaciones	jurídicas:	la	desigualdad	y	la	irrupción	de	la	tecnología,	porque	
deben	modular	nuestro	tradicional	enfoque	de	los	fines	que	nuestra	disciplina	persigue.		

	

1. La	garantía	de	la	igualdad.	Las	desigualdades	en	los	procesos	

Precisamente	una	garantía	esencial	del	derecho	al	debido	proceso	es	el	respeto	
por	la	igualdad	de	las	partes,	que	propicie	un	debate	contradictorio	como	garantía	de	una	
resolución	 judicial	 justa.	 Con	 esta	 construcción	 hemos	 vivido	 unos	 tiempos	 de	 cierto	
confort	académico	y	de	cómoda	y	asentada	seguridad	jurídica.	Sin	embargo,	la	igualdad	
está	en	entredicho,	y	tanto	en	los	litigios	de	derecho	privado	como	en	las	causas	penales	
las	desigualdades	están	a	la	orden	del	día	y	resultan	palmarias	y	clamorosas.		

Aunque	el	análisis	del	extraordinario	desarrollo	del	comercio	con	la	globalización	
y	 los	 sistemas	 de	 comunicación	 y	 computación	 se	 pueda	 situar	 en	 el	 campo	 de	 la	
economía,	de	la	sociología	o	de	la	política,	el	terremoto	social	y	económico	interpela	al	
ordenamiento	jurídico	y	a	los	mecanismos	de	resolución	de	conflictos	por	el	incremento	
de	la	litigiosidad.	Y	algo	más.	

Cuando	 estamos	 ante	 litigios	 en	 los	 que	 interviene	 un	 consumidor,	 lejos	 de	
cumplirse	 el	 principio	 de	 igualdad,	 este	 se	 encuentra	 en	 una	 situación	 de	manifiesta	
inferioridad,	 desde	 el	 inicio	 y	 durante	 todo	 el	 proceso.	 Porque	 sin	 duda	 las	 normas	
procesales	 respetan	 formalmente	 la	 igualdad,	 pero	no	 consiguen	por	 sí	 solas	 situar	 a	
todos	en	un	plano	real	de	equivalencia.		

Algunos	 sostienen	 que	 una	 vez	 abierto	 el	 proceso	 la	 única	 solución	 es	 tratar	 a	
todos,	 sin	 distinción	 ni	 excepciones,	 de	 modo	 igualitario;	 y	 que	 las	 situaciones	 de	
desigualdad,	si	existieran,	se	debieron	resolver	con	medidas	previas,	para	no	contaminar	
la	“limpieza”	del	debate	ante	del	juez.	No	obstante,	como	enseñaba	ALCALÁ-ZAMORA,	la	
idea	del	proceso	como	garantía	del	justiciable	se	acentúa	cuando	se	trata	de	litigios	en	
que	una	de	las	partes	aparezca	en	situación	de	inferioridad	defensiva1.		

Desde	esta	óptica	de	la	igualdad	debe	abordarse	también	el	análisis	de	los	modelos	
de	juez	y	de	proceso,	porque	¿debe	el	juez	situarse	en	una	posición	pasiva,	a	la	espera	de	
lo	que	digan	las	partes,	y	dictar	sentencia	solamente	a	partir	del	material	probatorio	que	
ellas	 han	 traído?,	 o	 bien	 ¿debe	 el	 juez	 buscar	 la	 satisfacción	 de	 los	 derechos	

 
1 Proceso autocomposición y autodefensa, 2ª ed., México, 1970, pág. 230, donde dice que por ello surge la 
“preocupación por equilibrar las condiciones en que haya de desenvolverse el proceso”, dos de cuyas 
manifestaciones se encuentran en el Fuero Juzgo: “la que proscribía que no se pudiesen encomendar los pleitos 
a ‘hombres poderosos’ que merced a su influencia consiguiesen ‘vencer a su adversario’, y la que determinaba 
que el rey y los obispos solo podían comparecer en juicio por medio de procurador, a fin de que ‘por el miedo 
del poderío no desfallezca la verdad’”. Y admite que con el propósito de equilibrar las posiciones procesales se 
aprueban normas que privilegian a alguna de las partes, como en el caso de los trabajadores.  
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fundamentales,	interviniendo	en	el	proceso,	incluso	con	iniciativa	probatoria,	con	el	fin	
de	que	la	tutela	sea	efectiva,	sin	perder	por	ello	su	imparcialidad?		

La	figura	del	 juez	activo,	asentada	definitivamente	en	los	procesos	laborales,	no	
vulnera	 la	norma	fundamental;	 la	 ley	deberá	establecer	mecanismos	de	garantía	de	 la	
igualdad,	especialmente	cuando,	como	ocurre	en	el	caso	del	consumidor,	este	está	“en	
situación	de	inferioridad	respecto	al	profesional,	tanto	en	lo	relativo	a	la	capacidad	de	
negociación	como	al	nivel	de	información”	(STJUE	de	17	de	mayo	de	2022	-Gran	Sala-,	
Ibercaja).		

Además,	 el	 juez	 al	 que	 va	 destinada	 la	 norma	 es	 un	 juez	 jurídicamente	 bien	
formado,	capaz	de	ejercer	correcta	y	racionalmente	sus	poderes	y	no	un	juez	incapaz	y	
psicológicamente	 débil;	 los	 remedios	 contra	 el	 pre-juicio	 “consisten	 en	 el	 pleno	
cumplimiento	 del	 principio	 de	 contradicción”,	 “y	 en	 la	 necesidad	 de	 ofrecer	 una	
motivación	analítica	y	completa,	y	racionalmente	estructurada,	de	la	decisión	sobre	los	
hechos”,	como	dijera	TARUFFO2.		

Con	el	ánimo	aún	más	crítico	hay	que	acercarse	al	proceso	penal,	que	en	España	se	
mantiene	 en	 los	 postulados	 del	 siglo	 XIX,	 y	 contiene	 en	 su	 modelo	 un	 esencial	
desequilibrio	 de	 las	 partes	 (acusadora	 y	 acusada),	 una	 desigualdad	 real	 que	 es	 casi	
insuperable.	El	alineamiento	del	juez	con	el	fiscal	y	con	la	policía,	colocándose	todos	ellos	
en	 funciones	 netamente	 acusatorias	 no	 dejan	 margen	 a	 la	 duda:	 cuando	 el	 acusado,	
“llegado	el	plenario,	quiere	defenderse,	no	hace	más	que	forcejear	inútilmente	porque	
entra	en	el	palenque	ya	vencido,	o	cuando	menos	desarmado”	(¿recuerdan	la	queja	de	
Alonso	Martínez	contenida	en	este	pasaje	de	la	E.	de	M.	de	la	LECRIM?,	¡hace	más	de	140	
años	y	es	perfectamente	aplicable	a	situaciones	de	hoy!).		

En	 los	procesos	penales	el	 investigado	se	enfrenta	a	 todo	el	aparato	del	Estado	
mientras	dispone	de	recursos	muy	exiguos.	La	igualdad	en	el	proceso	penal	solo	puede	
lograrse	cuando	se	coloca	al	 juez	en	una	posición	de	 imparcialidad	y	se	establece	una	
nítida	separación	entre	quien	juzga	y	quien	acusa.	El	juez	instructor,	que	es	quien	ha	de	
investigar	 y	 debe	 escoger	 una	 determinada	 tesis	 e	 inevitablemente	 desechar	 otras	 y	
también	debe	reunir	el	material	probatorio	para	sustentar	 la	acusación,	de	modo	que	
ordenará	la	transformación	del	procedimiento	cuando	considere	que	hay	un	delito	y	un	
responsable,	ese	juez	no	ocupa	una	posición	imparcial	y,	menos,	desde	la	perspectiva	de	
protección	de	los	derechos.	No	se	puede	reconocer	al	instructor	como	el	garante	de	los	
derechos	fundamentales	del	sometido	al	poder	represor	del	Estado	porque	él	encarna	
ese	poder;	y	no	cabe	considerar	compatible	la	potestad	para	ordenar	de	oficio	medidas	
que	limitan	derechos	fundamentales	y	aparecer	al	propio	tiempo	como	el	protector	de	
esos	 derechos,	 que	 sería	 el	 llamado	 a	 poner	 coto	 a	 los	 excesos	 que	 el	 poder	 público	

 
2 TARUFFO, “Poderes probatorios de las partes y del juez en Europa”, en DOXA, Cuadernos de Filosofía del 
Derecho, 29 (2006), págs. 270-271. 
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pudiera	cometer.	Las	desigualdades	y	los	desequilibrios	son	tan	palmarios	y	tan	graves	
que	reclaman	una	reacción	radical	inmediata.		

Para	defender	 los	derechos	 ciudadanos	 en	 el	 sistema	de	 justicia	penal,	 algunos	
abogados,	 ante	 situaciones	que	orillan	 las	garantías	 constitucionales	básicas,	 creamos	
hace	unos	años	la	Unión	Española	de	Abogados	Penalistas,	que	pretende	ser	un	mascarón	
de	proa	en	defensa	de	 las	 libertades	durante	el	procedimiento	penal	y	contribuir	a	 la	
mejora	de	las	garantías.		

Este	empeño	se	vuelve	cada	día	más	necesario	por	la	deriva	que	está	tomando	la	
situación	en	España:	se	abordan	reformas	legislativas	marcadas	por	 la	 indiferencia	de	
principios	básicos;	se	omiten	los	imprescindibles	procesos	de	reflexión	en	las	reformas	
legales;	se	silencian	deliberadamente	instituciones	que	debieran	pronunciarse	sobre	las	
propuestas;	 todo	 ello	 provoca	 un	 serio	 deterioro	 institucional	 que	 pone	 en	 riesgo	 el	
funcionamiento	del	sistema	democrático.	¿Dónde	está	“la	autoridad	de	las	leyes,	la	legum	
auctoritas,	por	cuyo	medio	se	gobiernan	derechamente	todas	las	cosas	divinas	y	humanas	
y	toda	injusticia	se	destruye”,	como	invoca	el	Proemio	del	Digesto3?		

La	 Unión	 de	 Abogados	 Penalistas,	 integrada	 por	 insignes	 juristas	 con	 los	 que	
comparto	inquietudes,	pretende,	con	una	postura	militante,	salir	al	paso	de	los	excesos	
del	poder	que	deterioran	los	derechos	de	la	ciudadanía	y	menoscaban	la	defensa	penal.		

En	conclusión,	el	Derecho	Procesal	debe	enfrentar	estas	situaciones,	y	corregir	las	
desigualdades	de	las	partes	como	columna	esencial	de	una	decisión	justa	del	conflicto	
jurídico;	 si	 el	 litigio	 se	 desarrolla	 entre	 partes	 desiguales,	 si	 una	 de	 ellas	 goza	 de	
privilegios	 o	 puede	 blindar	 su	 posición	 con	 elementos	 más	 poderosos	 que	 su	
contendiente,	la	balanza	de	la	justicia	se	inclinará	desde	el	principio	en	contra	del	que	
goza	de	menores	recursos,	arruinando	la	justicia,	la	ponderación	y	la	imparcialidad	de	la	
decisión.		

	

2. La	resolución	de	los	litigios	y	el	desarrollo	tecnológico	

He	aludido	a	la	globalización	y	a	nuestro	desfasado	(o,	por	mejor	decir,	contrario	a	
la	 Constitución)	 modelo	 de	 proceso,	 pero	 me	 permitirán	 referirme	 al	 otro	 elemento	
disruptivo	de	nuestro	tiempo:	el	desarrollo	tecnológico.	

El	incremento	exponencial	de	los	litigios	ha	desnudado	las	respuestas	estatales,	en	
España	y	en	todos	los	países	del	mundo.	Es	patente	el	fracaso	de	los	cauces	tradicionales	
para	 resolver	 controversias	 jurídicas;	 los	 tribunales	 de	 justicia	 se	 ven	 incapaces	 de	

 
3 “Quum itaque nihil tam studiosum in omnibus rebus invenitur, quam legum auctoritas, quae et divinas et 
humanas res bene disponit et omnem iniquitatem expellit” (Digestorum proemia §1) 
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administrar	y	digerir	centenares	de	miles	de	asuntos	y	no	pueden	responder	a	todas	las	
demandas	con	las	garantías	propias	de	su	función	constitucional.		

Ante	este	panorama,	la	UE	se	han	dado	pasos	apostando	por	la	mediación	como	un	
puente	 sobre	 el	 que	 avanzar	 en	 la	 pacificación	 social,	 pero	 la	 “cultura”	 de	 la	
confrontación,	de	la	victoria	y	de	la	derrota	del	contrario,	sigue	vigente.	En	España,	con	
unos	resultados	modestos	de	la	vigente	Ley	de	mediación	de	2012,	no	sabemos	el	futuro	
parlamentario	que	le	espera	al	proyecto	de	ley	de	eficiencia	procesal	que	quiere	fomentar	
soluciones	no	judiciales	y,	sobre	todo,	cómo	se	aplicará	finalmente.		

Pues	bien,	 la	primera	pregunta,	y	seguramente	 la	más	relevante,	es	si	cualquier	
Estado	 democrático	 puede	 responder,	 con	 los	 medios	 y	 con	 los	 mecanismos	
tradicionales,	a	la	demanda	de	justicia.	Y	hay	que	decir	que	con	esta	organización	y	esta	
legislación	 el	 reto	 no	 se	 va	 a	 superar;	 por	 mucho	 que	 se	 incrementen	 los	 medios	
materiales	y	los	recursos	humanos,	el	sistema	no	soporta	una	litigiosidad	masiva,	aunque	
se	 amplíen	 aún	más	 los	 recursos	 del	 sistema	de	 justicia,	 tanto	 en	 términos	 absolutos	
como	relativos.		

No	nos	podemos	engañar	por	más	tiempo.	Ni	más	medios	ni	más	jueces	arreglan	
el	 problema;	 el	 mal	 es	más	 profundo	 y	 hay	 que	 pensar	 en	 otra	 justicia,	 sin	miedo	 a	
reformular	 principios	 y	 normas.	 Dejando	 a	 salvo	 el	 respeto	 de	 los	 derechos	
fundamentales,	todo	los	demás	debe	someterse	a	una	profunda	revisión.		

Es	 preciso	 aceptar	 que	 cada	 vez	 con	 mayor	 insistencia	 y	 con	 más	 razones	 se	
reclama	 la	 incorporación	 de	 elementos	 tecnológicos	 que	 alivien	 el	 colapso	 de	 la	
organización	judicial	y	de	la	respuesta	estatal	a	la	litigiosidad.		

Estas	 soluciones	 consisten	mayoritariamente	 en	 aplicar	 primero	 una	 completa	
digitalización	 de	 la	 justicia,	 que	 permita	manejar	 con	 los	 adecuados	 filtros	 la	 ingente	
cantidad	de	información	que	reposa	en	todo	el	sistema	de	justicia,	tanto	de	producción	
propia,	como	sobre	todo	de	los	datos	obtenidos	o	proporcionados	por	litigantes	o	por	
terceros	 (no	 es	 infrecuente	 que	 algunos	 procedimientos	 penales	 actualmente	
digitalizados	 y	 en	 tramitación	 ocupen	más	 de	 4	 terabytes	 de	 información,	 cuando	 se	
calcula	 que	 toda	 la	 biblioteca	 del	 Congreso	 de	 los	 estados	 Unidos	 ocupa	 un	 espacio	
electrónico	de	20	terabytes).	

La	Inteligencia	Artificial	está	proporcionando	soluciones	en	muchos	campos	para	
ayudar	 a	 la	 justicia,	 como	 predicciones	 de	 conducta	 o	 reconocimiento	 de	 personas,	
además	de	mejoras	informáticas	en	la	gestión,	aunque	se	deben	considerar	dos	aspectos:	
de	 un	 lado,	 los	 riesgos	 que	 entraña	 el	 uso	 de	 esas	 herramientas,	 capaces	 de	 arrasar	
derechos	 fundamentales,	 como	 reconoce	 la	 reciente	 sentencia	 del	 TJUE	 sobre	
recopilación	de	datos	biométricos,	de	26	de	enero	de	2023	(asunto	C-205/21,	caso	V.S.	
Bulgaria).	 De	 otro	 lado,	 que	 cuando	 los	 resultados	 de	 la	 Inteligencia	 Artificial	 se	
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incorporan	a	un	proceso	para	 ser	valorados	por	un	 juez,	 este	queda	vinculado	a	esos	
resultados,	porque	no	tendrá	una	capacidad	real	para	desviarse	de	la	“recomendación”	
de	la	máquina.		

Están	llamando	a	las	puertas	de	la	justicia	las	decisiones	automatizadas	a	través	
de	 herramientas	 de	 Inteligencia	 Artificial,	 que	 responden	 sin	 estar	 pendientes	 de	
vacaciones	y	con	un	coste	menor	por	resolución.	con	gran	rapidez,	y	eso	nos	coloca	en	
otra	dimensión.	Están	en	funcionamiento	sistemas	de	la	llamada	IA	generativa,	capaces	
de	crear	textos	e	 imágenes,	de	programar	e	 incluso	componer	música.	Todo	el	mundo	
habla	hoy	de	ChatGPT	que	emplea	el	lenguaje	humano	y	es	capaz	de	interactuar	con	las	
personas,	o	de	Deepmind	(de	Google),	con	su	AlphaCode;	en	Estados	Unidos	DoNotPay	
está	 ensayando	 el	 abogado-robot,	 que	 se	 prueba	 este	 mes	 de	 febrero;	 en	 Estonia	 el	
Ministro	de	Justicia	encargó	en	2019	que	se	trabajase	en	un	prototipo	de	robot-juez	para	
automatizar	la	tramitación	y	la	decisión	judicial	de	pequeñas	reclamaciones;	en	China	se	
establecieron	los	llamados	tribunales	de	internet	hace	más	de	cinco	años.	

Aunque	estas	herramientas	están	en	desarrollo	embrionario,	el	paso	a	la	siguiente	
pantalla	será	inmediato.	Alumbran	un	nuevo	horizonte	en	las	relaciones	humanas,	en	la	
economía,	en	la	sanidad,	en	la	educación	y	también	en	el	Derecho.	En	poco	tiempo	será	
técnicamente	viable	que	 la	máquina	pueda	dar	una	respuesta	coherente	y	válida	a	un	
problema	 jurídico;	 la	 IA	 podría	 fijar	 los	 hechos	 controvertidos,	 valorar	 las	 pruebas	 y	
seleccionar	la	norma	jurídica,	para	llegar	finalmente	a	una	decisión.		

Así	 las	cosas,	el	principal	problema	para	su	uso	será	su	aceptación	general,	que	
pasa	esencialmente	por	su	credibilidad	y	por	la	garantía	de	imparcialidad	del	sistema;	
esto	significa	asegurar	que	se	han	tenido	en	cuenta	todos	los	elementos	para	conformar	
la	herramienta	y	se	ha	evitado	cualquier	sesgo	en	la	decisión.	Para	ello	es	imprescindible	
introducir	criterios	de	transparencia	en	la	creación	y	desarrollo	de	las	herramientas	y	
situar	 en	 un	 posición	 preeminente	 los	 elementos	 éticos	 en	 el	 planteamiento	 y	 en	 la	
solución	de	 los	 sistemas.	Con	este	objetivo	un	grupo	de	eminentes	 filósofos	y	 juristas	
creamos	la	Fundación	de	la	Inteligencia	Artificial	Legal	(FIAL),	desde	donde	queremos	
ayudar,	desde	unos	estrictos	criterios	éticos,	a	despejar	 los	muchos	 interrogantes	que	
este	mundo	nuevo	nos	propone.	

Y	voy	concluyendo.		

Sin	duda	la	solución	de	los	conflictos	jurídicos	trasciende	hoy	el	reducido	campo	
de	actividad	de	los	tribunales	de	justicia	y	la	justicia	formal.	Debemos	empezar	por	abrir	
vías	a	la	democratización	de	la	justicia,	exigiendo	que	se	haga	de	modo	más	comprensible,	
transparente	y	cercano	a	los	problemas	de	los	justiciables;	que	descienda	de	las	alturas	
del	 “poder	 judicial”	 y	 atienda	a	 su	 legitimación	política,	 como	poder	del	Estado,	 en	el	
juego	de	pesos	y	contrapesos,	haciendo	patente	al	mismo	tiempo	su	utilidad	social.		
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Pero	nuestra	disciplina	no	se	puede	limitar	al	estudio	del	proceso	y	de	la	potestad	
jurisdiccional.	Sin	abandonarla	en	absoluto,	hemos	de	pensar	en	extender	nuestro	ámbito	
de	estudio	a	otros	campos	fuera	de	los	tribunales	de	justicia,	y	que	el	Derecho	procesal	
se	convierta	en	el	derecho	para	la	solución	de	los	conflictos.	Sé	que	muchos	habéis	sido	
pioneros	 en	analizar	 los	medios	de	 resolución	adecuados	 (o	 alternativos)	de	 resolver	
controversias,	 así	 como	 en	 la	 aplicación	 de	 la	 Inteligencia	 Artificial	 al	 mundo	 de	 los	
litigios.		

Hemos	de	profundizar	en	estos	temas	de	investigación	que	son	el	futuro	de	nuestra	
disciplina	para	ofrecer	a	la	sociedad	las	respuestas	más	idóneas	con	el	fin	de	mejorar	la	
convivencia	 con	 elementos	 de	 pacificación	 de	 conflictos	 desde	 el	 respeto	 por	 los	
principios	democráticos	y	las	garantías	fundamentales.	

Desde	el	ámbito	del	Derecho	procesal	nos	debemos	rearmar	ante	el	panorama	que	
se	nos	viene,	y	sentar	unas	bases	sólidas	que	no	abandonen	la	defensa	de	los	ciudadanos	
frente	a	los	conflictos	jurídicos.	Es	un	reto	muy	importante	que	toca	a	esta	generación	de	
procesalistas;	estoy	persuadido	que	lo	haréis	con	largueza,	atendiendo	a	la	idea	esencial	
de	 justicia,	a	esa	voluntad	 firme	y	perpetua	de	dar	a	cada	uno	 lo	que	 le	pertenece,	de	
donde	procede	el	derecho,	el	ars	boni	et	aequi	(ULPIANO	en	D,	1.1.1).		

He	dicho.	

Víctor	Moreno	Catena	


